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Serie A:
PROYECTOS DE LEY FORAL

Proyecto de Ley Foral por el que se determinan los módulos aplicables a
las actuaciones protegibles en materia de vivienda en Navarra para el
año 2013

ENMIENDAS PRESENTADAS

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
130 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra, de las enmiendas al articulado presenta-
das al proyecto de Ley Foral por el que se deter-
minan los módulos aplicables a las actuaciones
protegibles en materia de vivienda en Navarra
para el año 2013, publicado en el Boletín Oficial
de la Cámara número 21 de 25 de febrero de
2013.

Pamplona, 13 de marzo de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

ENMIENDA NÚM. 1

FORMULADA POR EL 
GRUPO PARLAMENTARIO 

SOCIALISTAS DE NAVARRA 

Enmienda de modificación del artículo único.

Se modifica al artículo único que queda redac-
tado de la siguiente forma:

“Artículo único. Módulos aplicables a las actua-
ciones protegibles en materia de vivienda en
Navarra para los años 2013 y 2014.

1. El módulo ponderado aplicable a las actua-
ciones protegibles en materia de vivienda en
Navarra para los años 2013 y 2014 queda fijado
en 1.246,53 euros/m2 útil.

2. El módulo sin ponderar aplicable a las
actuaciones protegibles en materia de vivienda en
Navarra para los años 2013 y 2014 queda fijado
en 1.192,85 euros/m2 útil”.

Motivación: El informe emitido por la Cámara
de Comptos sobre la evolución del módulo de
vivienda protegida durante los últimos diez años y
su adecuación, o no, a las condiciones y costes

actuales del mercado de vivienda, pone en evi-
dencia que a pesar de la crisis económica que
dificulta el acceso a la vivienda protegida, el
módulo ha subido en el periodo 2005 a 2012, muy
por encima del lPC, lo que a su vez, encarece y
dificulta el acceso a la vivienda.

Con esta medida se garantiza que el precio de
las viviendas no siga incrementándose durante
dos años y, con ello, se facilitará el acceso de los
ciudadanos a una vivienda. De hecho, con esta
enmienda se produce una reducción efectiva del
coste de las viviendas protegidas, si se tiene en
cuenta el efecto deflacionario del incremento real
del lPC en 2012, y el que seguramente se produ-
cirá en 2013 y 2014.

Pamplona a 8 de marzo de 2013

ENMIENDA NÚM. 2

FORMULADA POR EL 
GRUPO PARLAMENTARIO 

POPULAR DEL PARLAMENTO DE NAVARRA

Enmienda de supresión de la disposición adi-
cional única.

Motivación: Coherencia con la enmienda de
adición.

El contenido del proyecto de ley de mantener
el precio del módulo entra el contradicción con lo
recogido en la disposición adicional única.



ENMIENDA NÚM. 3

FORMULADA POR EL 
GRUPO PARLAMENTARIO 

IZQUIERDA-EZKERRA 

Enmienda de modificación de la disposición
adicional única, que queda con la siguiente redac-
ción:

“En el plazo de tres meses el Gobierno de
Navarra remitirá al Parlamento de Navarra un pro-
yecto de ley foral para revisar en profundidad los
módulos aplicables a las actuaciones protegibles
en materia de vivienda en Navarra de conformidad
con las recomendaciones de la Cámara de Comp-
tos en su informe de fiscalización de fecha 18 de
diciembre sobre el módulo de vivienda protegida,
ejercicios 2005 a 2012”.

Motivación: La congelación de los módulos
para el año 2013 es una solución temporal insufi-
ciente a la vista de las recomendaciones de la
Cámara de Comptos, y debiera ir seguida cuanto
antes de una revisión de los módulos adaptada a
las actuales circunstancias económicas.

ENMIENDA NÚM. 4

FORMULADA POR EL 
GRUPO PARLAMENTARIO 

POPULAR DEL PARLAMENTO DE NAVARRA

Enmienda de adición de la disposición transito-
ria única, con el siguiente texto:

“Disposición transitoria única. Actualización de
la fórmula de actualización de los módulos.

El Gobierno de Navarra deberá presentar al
Parlamento antes del mes de octubre de 2013 un
proyecto de ley que modifique la fórmula de actua-
lización de los módulos aplicables a las actuacio-
nes protegibles en materia de vivienda que apare-
ce recogida en el artículo 10.5 de la Ley Foral
10/2010, de 10 de mayo. La modificación de la fór-
mula tendrá en cuenta las recomendaciones de la
Cámara de Comptos y del sector de la construc-
ción”.

Motivación: Necesidad de establecer un plazo
concreto para modificar la fórmula de actualiza-
ción del módulo de VPO. El proyecto de ley sólo
contempla la aplicación de la fórmula que rige en
estos momentos y que la Cámara de Comptos ha
propuesto modificar.

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 34 / 27 de marzo de 2013

3

Proyecto de Ley Foral reguladora de los incentivos fiscales aplicables a los
proyectos socialmente comprometidos

En sesión celebrada el día 25 de marzo de
2013, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le
reconoce el artículo 19.1.a) de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra, el Gobierno de Navarra, por Acuerdo
de 20 de marzo de 2013, ha remitido al Parlamen-
to de Navarra el proyecto de Ley Foral reguladora
de los incentivos fiscales aplicables a los proyec-
tos socialmente comprometidos.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 110 y 127 del Reglamento de la
Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavo-
ces, SE ACUERDA:

1.º Disponer que el proyecto de Ley Foral regu-
ladora de los incentivos fiscales aplicables a los

proyectos socialmente comprometidos se tramite
por el procedimiento de urgencia.

2.º Atribuir la competencia para dictaminar
sobre el referido proyecto a la Comisión de Eco-
nomía, Hacienda, Industria y Empleo.

3.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

A partir de la publicación del proyecto se abre
un plazo de ocho días hábiles, que finalizará el

día 12 de abril de 2013, a las 12 horas, durante
el cual los Grupos Parlamentarios y los Parlamen-
tarios Forales podrán formular enmiendas al
mismo, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 128 del Reglamento.

Pamplona, 25 de marzo de 2013.

El Presidente: Alberto Catalán Higueras  



Proyecto de Ley Foral reguladora de
los incentivos fiscales aplicables a los

proyectos socialmente comprometidos

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El objetivo de este proyecto de Ley Foral es el
de apoyar fiscalmente a los proyectos que des-
arrollen actividades en materia de servicios socia-
les, cooperación al desarrollo e igualdad, y que
cumplan los requisitos de eficacia, de eficiencia y
de transparencia que se establezcan. Además,
esos proyectos han de obtener el sello de “Proyec-
to socialmente comprometido”.

El incentivo fiscal para estimular estos proyec-
tos se ha instrumentado en el marco de la Ley
Foral 10/1996, de 2 de julio, reguladora del régi-
men tributario de las fundaciones y de las activi-
dades de patrocinio. Dentro de esa Ley Foral se
habilita una nueva Disposición Adicional al objeto
de separar adecuadamente los incentivos de los
proyectos que hayan obtenido el sello de “Proyecto
socialmente comprometido” con los otros incenti-
vos fiscales concedidos en el resto de su articula-
do. Además de esa clarificación normativa, con
ello se pretende también mejorar ostensiblemente
el beneficio fiscal de estos proyectos que obten-
gan el sello de “Proyecto socialmente comprometi-
do”.

En el apartado 1 de esa Disposición Adicional
se habilita al Consejero de Políticas Sociales del
Gobierno de Navarra para que establezca median-
te Orden Foral los requisitos de eficacia, eficiencia
y de transparencia que habrán de contener esos
proyectos, así como el procedimiento para su con-
cesión del sello de “Proyecto socialmente compro-
metido”.

De esa manera se pretende orientar las políti-
cas sociales del Gobierno de Navarra hacia el
desarrollo y la autonomía personal de una serie
de colectivos desfavorecidos o que se encuentren
en especial dificultad como las personas discapa-
citadas, determinados grupos de mujeres, y, en
general, personas en riesgo de exclusión social.
Se trata también de movilizar a la sociedad civil
navarra para que se vuelque en financiar proyec-
tos que desarrollen actividades en materia de ser-
vicios sociales, cooperación al desarrollo e igual-
dad, en ayuda de los desfavorecidos de nuestro
entorno.

Con base en la convocatoria realizada en la
Orden Foral del Consejero de Políticas Sociales,
el órgano competente del Departamento concede-
rá mediante resolución el sello de “Proyecto social-
mente comprometido” a los proyectos que cum-

plan los requisitos establecidos. En esa resolución
se determinarán también las entidades sin ánimo
de lucro que habrán de desarrollar el proyecto de
que se trate, bien en solitario o bien compartiendo
su realización.

En el apartado 2 de la Disposición adicional se
establecen los beneficios fiscales que se otorgan a
las personas físicas. Éstas tendrán derecho a
deducir de la cuota del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas el 40 por 100 de las canti-
dades donadas, así como de los importes satisfe-
chos en virtud de convenios de colaboración cele-
brados con las entidades que desarrollen los
proyectos socialmente comprometidos y que se
destinen a la financiación de esos proyectos.

En el apartado 3 se recogen los beneficios fis-
cales de las personas jurídicas que apoyen estos
proyectos que hayan obtenido el sello de “Proyecto
socialmente comprometido”.

Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Socie-
dades gozarán de dos beneficios fiscales. Por una
parte, tendrán la consideración de partida deduci-
ble las cantidades donadas, así como las satisfe-
chas en virtud de convenios de colaboración cele-
brados con las entidades que desarrollen los
proyectos socialmente comprometidos y que se
destinen a la financiación de esos proyectos. Ade-
más, por esas mismas cantidades, tendrán dere-
cho a practicar una deducción de la cuota líquida
del 20 por 100 de su importe.

Los beneficios fiscales regulados en este apar-
tado 3 no serán de aplicación en ningún caso a
los sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas. A éstos, realicen activida-
des económicas  o no, les resultará de aplicación
el apartado 2.

En el apartado 4 se establece la incompatibili-
dad de los beneficios fiscales de la Disposición
Adicional con el resto de los recogidos en el arti-
culado de la Ley Foral 10/1996. Estos beneficios
fiscales están sujetos a una serie de condiciones.
Así, el apartado 5 de esta Disposición adicional
dispone que la aplicación de los beneficios fisca-
les previstos en los apartados 2 y 3 anteriores
estará condicionada a que las entidades benefi-
ciarias de las aportaciones y de las donaciones
cumplan los siguientes requisitos:

a) Que acrediten, mediante las correspondien-
tes certificaciones, la realidad de las aportaciones
y donaciones, así como su efectivo destino a un
“Proyecto socialmente comprometido”.

b) Que informen a la Administración tributaria
en los modelos y en los plazos establecidos en la
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normativa tributaria, del contenido de las certifica-
ciones expedidas.

Los efectos de la nueva Disposición adicional
se fijan para los periodos impositivos que se ini-
cien a partir del 1 de enero de 2013.

Por otra parte, el proyecto de Ley Foral cumple
con los requisitos del artículo 158 del Texto Refun-
dido del Reglamento del Parlamento de Navarra
para ser tramitado por el procedimiento de lectura
única ante el Pleno de la Cámara, ya que resulta
urgente su aprobación y publicación para favore-
cer el desarrollo de una serie de proyectos de acti-
vidades en materia de servicios sociales, coopera-
ción al desarrollo e igualdad, que están en
marcha. Además, se trata de una norma lo sufi-
cientemente simple como para que se pueda dis-
cutir y tramitar en sede parlamentaria por ese pro-
cedimiento.

Por ello, se solicita que la Mesa de la Cámara,
de acuerdo con la Junta de Portavoces, acuerde
su tramitación directa y en lectura única ante el
Pleno de la Cámara sin perjuicio de que se pue-
dan presentar las oportunas enmiendas.

Artículo único. Adición de una Disposición
Adicional décima a la Ley Foral 10/1996, de 2 de
julio, reguladora del régimen tributario de las fun-
daciones y de las actividades de patrocinio.

Se añade una nueva Disposición Adicional a la
Ley Foral 10/1996, de 2 de julio, reguladora del
régimen tributario de las fundaciones y de las acti-
vidades de patrocinio, con la siguiente redacción:

DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA. Incenti-
vos fiscales aplicables a los proyectos que hayan
obtenido el sello de “Proyecto socialmente com-
prometido”.

1. El Departamento de Políticas Sociales del
Gobierno de Navarra podrá conceder el sello de
“Proyecto socialmente comprometido” a los pro-
yectos que desarrollen actividades en materia de
servicios sociales, cooperación al desarrollo e
igualdad, y que cumplan los requisitos de eficacia,
de eficiencia y de transparencia que se establez-
can.

En la resolución mediante la que se conceda el
sello de “Proyecto socialmente comprometido” se
determinarán también las entidades sin ánimo de
lucro que habrán de desarrollar el proyecto de que
se trate, bien en solitario o bien compartiendo su
realización.

El Consejero de Políticas Sociales del Gobier-
no de Navarra fijará mediante Orden Foral los
señalados requisitos de eficacia, eficiencia y de

transparencia, así como el procedimiento para la
concesión del sello de “Proyecto socialmente com-
prometido”.

2. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas tendrán derecho a
deducir de la cuota del Impuesto el 40 por 100 de
las cantidades donadas que tengan el carácter de
irrevocables, puras y simples, así como de las
cantidades satisfechas en virtud de convenios de
colaboración celebrados con las entidades señala-
das en el apartado anterior, que se destinen a la
financiación de los referidos proyectos.

La base de la deducción se computará a efec-
tos del límite a que se refiere el artículo 64.1 de la
Ley Foral del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

3. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre
Sociedades que realicen donaciones dinerarias
irrevocables, puras y simples, así como los que
satisfagan cantidades en metálico en virtud de
convenios de colaboración celebrados con las
entidades señaladas en el apartado 1 anterior,
que se destinen a la financiación de los reseñados
proyectos, gozarán de los siguientes beneficios fis-
cales:

a) Para la determinación de la base imponible,
las cantidades  por ellos satisfechas tendrán la
consideración de partida deducible.

b) Además, tendrán derecho a practicar una
deducción de la cuota líquida del 20 por 100 de su
importe.

El importe de la partida deducible en la base
imponible no podrá exceder del mayor de los
siguientes límites:

– El 30 por 100 de la base imponible previa a
esta reducción y, en su caso, a las que se refieren
los artículos 37, 42 y 47 de esta Ley Foral.

– El 3 por 1000 del importe neto de la cifra de
negocios.

Por su parte, la deducción de la cuota se prac-
ticará con arreglo al régimen y a los límites esta-
blecidos en los apartados 3, 6 y 7 del artículo 72
de la Ley Foral del Impuesto sobre Sociedades.

Los beneficios fiscales regulados en este apar-
tado no serán de aplicación en ningún caso a los
sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas.

4. Los beneficios fiscales regulados en esta
Disposición adicional serán incompatibles, para
los mismos importes, con el resto de los estableci-
dos en esta Ley Foral.
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5. La aplicación de los beneficios fiscales pre-
vistos en los apartados 2 y 3 anteriores estará
condicionada a que las entidades beneficiarias de
las aportaciones y de las donaciones cumplan los
siguientes requisitos:

a) Que acrediten, mediante las correspondien-
tes certificaciones, la realidad de las aportaciones
y donaciones, así como su efectivo destino a un
“Proyecto socialmente comprometido”.

El Consejero de Políticas Sociales del Gobier-
no de Navarra regulará mediante Orden Foral el
contenido y las características de las certificacio-

nes que habrán de expedir las entidades benefi-
ciarias.

b) Que informen a la Administración tributaria
en los modelos y en los plazos establecidos en la
normativa tributaria, del contenido de las certifica-
ciones expedidas.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley Foral entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra, si bien surtirá efectos para los perio-
dos impositivos que se inicien a partir del 1 de
enero de 2013.
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Proyecto de Ley Foral de Medidas Tributarias contra el fraude fiscal

DICTAMEN APROBADO POR LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, HACIENDA, INDUSTRIA Y
EMPLEO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
138.3 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra, del Dictamen aprobado por la Comisión
de Economía, Hacienda, Industria y Empleo, en
relación con el proyecto de Ley Foral de Medidas
Tributarias contra el fraude fiscal, publicado en el
Boletín Oficial de la Cámara, número 96, de 16 de
noviembre de 2012.

Pamplona, 14 de marzo de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

DICTAMEN

Aprobado por la Comisión de Economía,
Hacienda, Industria y Empleo en sesión celebrada
los días 26 de febrero, 7 y 14 de marzo de 2013.

Proyecto de Ley Foral de Medidas
contra el fraude fiscal

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Este Proyecto de Ley Foral tiene por objeto la
aprobación de diversas medidas legislativas que
permitan profundizar de manera contundente en
la lucha contra el fraude fiscal. No cabe duda de
que la lucha contra cualquier tipo de economía
sumergida, en general, y contra el fraude fiscal,
en particular, ha de ser una de las principales
luces que guíe la actuación de las Administracio-

nes tributarias, máxime en estos momentos de
crisis económica donde la disminución de los
ingresos públicos es especialmente acusada.

El fraude fiscal atenta contra tres de los princi-
pios tributarios básicos como son la generalidad,
la igualdad y la justicia. El principio de generalidad
hace referencia a que todos deben contribuir al
sostenimiento de los gastos públicos. El principio
de igualdad se asocia a que cada uno debe pagar
de acuerdo con su capacidad económica. Final-
mente, la justicia de un sistema tributario se basa
en la combinación de los dos principios anteriores
juntamente con la equidad y la progresividad.
Resulta una obviedad que, si una parte de los ciu-
dadanos y de las entidades jurídicas no cumple
con sus obligaciones tributarias, el sistema fiscal
deja de ser justo y el reparto de la carga fiscal
deja de ser equitativo.

El fraude fiscal causa un gran perjuicio a la
sociedad, ya que las aportaciones que los defrau-
dadores no realizan a la Hacienda Pública ocasio-
nan que el resto de ciudadanos deban pagar más
impuestos o percibir menores servicios públicos al
disminuir los recursos disponibles. Además, la
economía sumergida y el fraude fiscal perjudican
indudablemente a las empresas cumplidoras de
sus deberes, ya que a menudo les ocasionan a
éstas una importante competencia desleal.

La lucha contra el fraude fiscal ha de ser gene-
ral, han de emplearse todas las herramientas
posibles y deben ponerse en el punto de mira
todas las formas de fraude: las que puedan resul-



tar más tradicionales y las nuevas, el fraude indivi-
dual y el cometido a través de entramados, que a
menudo enlaza con delitos como el blanqueo de
dinero o la evasión de capitales.

Sin perjuicio de que la Administración tributaria
de la Comunidad Foral está totalmente empeñada
en esta lucha, la experiencia acumulada en este
campo y los cambios observados en las conduc-
tas de los defraudadores, hacen aconsejable dotar
a aquélla de instrumentos novedosos que repercu-
tan en todos sus ámbitos: la gestión, la inspec-
ción, la recaudación y sus relaciones con la juris-
dicción penal en la persecución de los delitos
contra la Hacienda Pública.

En la situación de crisis actual, la disminución
de los recursos públicos hace todavía más nece-
saria que nunca la lucha contra el fraude fiscal.
Con ese objetivo, el proyecto de Ley Foral diseña
un conjunto de medidas que se encaminan a con-
seguir tres objetivos:

a) Impactar contra algunas formas de fraude
detectadas como origen de importantes detraccio-
nes de ingresos públicos. Así, entre otras, las rela-
cionadas con la institución de la responsabilidad
tributaria, con los concursos de acreedores y con
la sucesión de empresas.

b) Perfeccionar normas que garantizan el cré-
dito tributario con el fin de actualizarlas o de acla-
rar su correcta interpretación para incrementar la
seguridad jurídica. Por ejemplo, cambios en el
plazo e interrupción de la prescripción, y en la rea-
lización de los embargos.

c) Permitir la adopción de medidas cautelares
en casos de presuntos delitos contra la Hacienda,
así como de prohibiciones de no disponer.

La presente Ley Foral se compone de cinco
artículos y una Disposición final.

El artículo primero se ocupa de modificar la
Ley Foral General Tributaria. Los cambios afectan
a materias muy variadas. En lo tocante a la figura
de la responsabilidad tributaria, merece destacar-
se que se crea un nuevo supuesto de responsabi-
lidad subsidiaria que afectará a los administrado-
res de hecho o de derecho que presenten
autoliquidaciones de retenciones o de repercusio-
nes tributarias sin ingreso de forma reiterativa y
sin intención real de cumplir la obligación tributa-
ria. Al objeto de delimitar convenientemente este
supuesto de responsabilidad, se definen los con-
ceptos de reiteración en la presentación de autoli-
quidaciones, así como el de presentación de auto-
liquidaciones sin ingreso, y el de no existencia de
intención real de cumplimiento de la obligación.

En lo referente a la sucesión empresarial, se
incrementa el valor de la cuota de liquidación que
responderá de las obligaciones pendientes de las
sociedades disueltas y liquidadas: además de res-
ponder con el importe de la cuota de liquidación,
los socios responderán hasta el límite de las
demás percepciones recibidas en los cuatro años
anteriores a la fecha de la disolución, siempre que
esas percepciones hayan minorado el patrimonio
social que debiera responder de tales obligacio-
nes. Es decir, las percepciones que hayan cobra-
do los socios en los dos años anteriores a la diso-
lución, siempre que hubieran minorado el
patrimonio social, también responderán. Con esta
medida se intenta atajar situaciones en las que los
socios se repartían el patrimonio de la sociedad
por medio de operaciones anteriores a la liquida-
ción, de manera que la cuota de liquidación era
exigua o inexistente. Además, se regula de mane-
ra novedosa en Navarra la transmisión de las obli-
gaciones tributarias en los casos de extinción o
disolución sin liquidación de sociedades y entida-
des con personalidad jurídica. La disolución sin
liquidación hace referencia normalmente a
supuestos de reestructuración empresarial como
fusiones, escisiones, y cesiones globales del acti-
vo y pasivo. En esos casos, las obligaciones pen-
dientes de las entidades que se extingan se trans-
mitirán a las personas o entidades que les
sucedan o que sean beneficiarias de la correspon-
diente operación: las sociedades absorbentes o
las beneficiarias de la escisión. Se matiza que esa
transmisión de las obligaciones pendientes afecta-
rá también a las entidades con personalidad jurídi-
ca aunque no sean sociedades. Además, se preci-
sa que los sucesores de las sociedades y de las
entidades con personalidad jurídica, tanto si han
sido disueltas y liquidadas como si han sido objeto
de disolución sin liquidación, responderán de las
sanciones de las entidades disueltas y, en su
caso, hasta el límite conjunto de la cuota de liqui-
dación y de las demás percepciones recibidas por
los socios en los dos años anteriores a la fecha de
la disolución, siempre que esas percepciones
hayan minorado el patrimonio social que debiera
responder de tales obligaciones.

En materia de prescripción hay dos novedades
importantes. Por una parte, se adaptan las normas
del cómputo de la prescripción a los supuestos de
responsabilidad. Concretamente, se precisa el ini-
cio del plazo de prescripción en el caso de los res-
ponsables solidarios y subsidiarios. En el caso de
responsables solidarios: comenzará a contarse
desde la finalización del plazo de pago voluntario
del deudor principal. En el caso de responsables
subsidiarios: el cómputo se iniciará desde la notifi-
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cación de la última actuación recaudatoria practi-
cada al deudor principal o cualquiera de los res-
ponsables solidarios. Por otra, se introducen las
siguientes novedades en el ámbito de la interrup-
ción de la prescripción:

– la prescripción se interrumpe por la acción
de la Administración dirigida a todos o parte de los
elementos de la obligación tributaria. Es decir,
interrumpida la prescripción de un elemento de la
obligación tributaria, se interrumpe la prescripción
de toda la obligación.

– y ello, aunque la acción de la Administración
se dirija inicialmente a una obligación tributaria
distinta como consecuencia de la incorrecta decla-
ración del sujeto pasivo. La razón es la siguiente:
si, como consecuencia de que el obligado tributa-
rio hubiera presentado una declaración tributaria
errónea, la Administración interrumpiera la pres-
cripción de esa obligación y posteriormente se
demostrara que la obligación tributaria era otra
distinta, la prescripción de esta última también
habría quedado interrumpida.

– se interrumpe la prescripción en dos nuevos
supuestos: por la declaración de concurso del
deudor y por el ejercicio de acciones civiles o
penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria.

– una vez interrumpido el plazo de prescripción
para un obligado tributario, dicho efecto interrupti-
vo se extiende a todos los demás obligados, inclui-
dos los responsables.

– la interrupción del plazo de prescripción por
litigio, concurso u otras causas legales, respecto
del deudor principal o de alguno de los responsa-
bles, causa el mismo efecto en relación con el
resto de los obligados tributarios solidarios, ya
sean otros responsables o el propio deudor princi-
pal. El hecho de que se haya interrumpido la pres-
cripción no impide que puedan continuar frente a
ellos las acciones de cobro que procedan.

Se produce también una importante remodela-
ción de las medidas cautelares.

Las novedades más impor tantes son las
siguientes:

a) Se introducen nuevas medidas cautelares
como la prohibición de enajenar, gravar o disponer
de bienes o derechos, y la retención de un porcen-
taje en caso de pagos de las empresas a contra-
tistas y subcontratistas.

b) Se permite la adopción de las medidas cau-
telares en cualquier momento del procedimiento:
cuando la Administración pueda acreditar de
forma motivada y suficiente la concurrencia de los

presupuestos y de los límites señalados en el pre-
cepto (indicios racionales de impago del crédito
tributario, proporcionalidad, cuantía estrictamente
necesaria, y sin que puedan producir perjuicios de
difícil o imposible reparación).

c) A pesar de que se haya iniciado un proceso
judicial por delito contra la Hacienda Pública,
podrán adoptarse medidas cautelares por el órga-
no competente de la Administración tributaria. En
este caso se notificará la medida al interesado, al
Ministerio Fiscal y al órgano judicial competente.

En el marco de los embargos se introducen
dos cambios significativos. En primer lugar, el
embargo de bienes y derechos en entidades de
crédito se podrá extender a otros bienes y dere-
chos no identificados en la diligencia de embargo,
siempre que se encuentren en depósito en la enti-
dad de crédito, y no solo, como sucedía hasta
ahora, en la oficina o sucursal a la que se remitió
la orden de embargo.

En segundo lugar, se arbitra una medida cier-
tamente novedosa. La Administración tributaria
podrá establecer la prohibición de disponer de los
bienes inmuebles de aquellas sociedades cuyas
acciones o participaciones hayan sido embarga-
das. Para que ello sea posible, el obligado tributa-
rio titular de las acciones o participaciones debe
tener el control efectivo de la sociedad.

En otro orden de cosas, se amplían las compe-
tencias de la Administración tributaria en los pro-
cesos de delito fiscal. A pesar de que la instruc-
ción del delito haya pasado a la jurisdicción penal,
los órganos de recaudación de la Hacienda Tribu-
taria de Navarra mantendrán la competencia para
investigar, bajo la supervisión de la autoridad judi-
cial, el patrimonio que pueda resultar afecto al
pago de las cuantías pecuniarias asociadas al
delito. Esos órganos podrán realizar informes
sobre la situación patrimonial de las personas
relacionadas con el delito y podrán adoptar medi-
das cautelares.

La obligación de informar sobre bienes y dere-
chos situados en el extranjero se extiende a los
bienes muebles y a los derechos sobre ellos.

El artículo segundo adiciona un nuevo aparta-
do 4 al artículo 48 del Reglamento de Recauda-
ción de la Comunidad Foral de Navarra al objeto
de precisar que en caso de concurso del obligado
tributario las deudas tributarias que tengan la con-
sideración de créditos contra la masa no podrán
ser objeto de aplazamiento. Con esta medida se
trata de atajar conductas dilatorias en el pago de
los tributos en los concursos de acreedores.

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 34 / 27 de marzo de 2013

8



El artículo tercero da nueva redacción al artícu-
lo 44 del Texto Refundido de la Ley Foral del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
Este artículo regula la figura de los incrementos no
justificados de patrimonio. La modificación consis-
te en añadir un nuevo párrafo tercero para dispo-
ner que en todo caso los bienes y derechos situa-
dos en el extranjero, que no hayan sido
declarados en plazo en la declaración informativa
mencionada anteriormente, tendrán la considera-
ción de incrementos no justificados de patrimonio.
El término “en todo caso” pretende disponer de
manera tajante que al sujeto pasivo no se le admi-
tirá la posible demostración de que esos bienes
no declarados le pertenecían en periodos ya pres-
critos. De esa manera, el precepto establece indi-
rectamente una presunción “iuris et de iure” sobre
esos bienes no declarados, de forma que en todo
caso se computarán como incrementos no justifi-
cados de patrimonio, sin que la posible prueba
aportada por el sujeto pasivo pueda enervar esa
presunción. Además, establece el precepto que se
integrarán en la base liquidable general del perio-
do impositivo más antiguo de los no prescritos que
sea susceptible de regularización.

El artículo cuarto añade un nuevo número 5 al
artículo 9 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. La
ratio del precepto es la misma que en el caso del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
En todo caso, los bienes y derechos pertenecien-
tes a personas jurídicas, situados en el extranjero,
que no hayan sido declarados en plazo en la
declaración informativa citada, se entenderán que
han sido adquiridos con cargo a rentas no decla-
radas. Se establece una presunción “iuris et de
iure” sobre esos bienes no declarados, de forma
que en todo caso se entenderán que han sido
adquiridos con cargo a rentas no declaradas, sin
que la posible prueba aportada por el sujeto pasi-
vo pueda destruir esa presunción.

El artículo quinto modifica puntualmente la Ley
Foral 10/1996, de 2 de julio, reguladora del Régi-
men tributario de las Fundaciones y de las activi-
dades de patrocinio. Y ello, con el propósito de
habilitar a la Consejera de Economía, Hacienda,
Industria y Empleo para que regule los procedi-
mientos informáticos apropiados con el fin de que
las Fundaciones cumplan satisfactoriamente con
sus obligaciones de información presupuestaria y
financiera a las que están obligadas legalmente, y
puedan así ser objeto de un mejor seguimiento y
control por parte de la Administración tributaria.

Finalmente, la presente Ley Foral recoge la
creación de una Comisión de trabajo permanente

de lucha contra el fraude compuesta por el
Gobierno de Navarra, los Grupos Parlamentarios,
representantes sindicales, sin exclusiones, y de
otras entidades socioeconómicas con el objetivo
de analizar y realizar un seguimiento de los planes
de actuación y medidas diseñadas para luchar
contra el fraude fiscal.

Así mismo, en sucesivas disposiciones adicio-
nales, se definen diferentes compromisos de
actuación en lo relativo a la activación de nuevos
instrumentos para conseguir los objetivos propios
de persecución del fraude y disminución del índice
de economía sumergida.

Artículo primero. Ley Foral General Tributaria.

Con efectos a partir de la entrada en vigor de
esta Ley Foral, los preceptos de la Ley Foral
13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria,
que a continuación se relacionan, quedarán
redactados del siguiente modo:

Nuevo apartado. Artículo 9.1.b).

“b) Derecho a obtener, en los términos previs-
tos en la presente Ley Foral, las devoluciones de
ingresos indebidos y las devoluciones de oficio
que procedan, con abono del interés de demora
previsto en el artículo 50.2.c), sin necesidad de
efectuar requerimiento al efecto.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59,
la Hacienda Tributaria de Navarra pospondrá el
pago de dichas devoluciones respecto de aquel
sujeto pasivo que no se encuentre al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias,
hasta que cumpla con éstas.

En lo relativo a esas devoluciones no se
devengarán intereses de demora en los periodos
durante los cuales el sujeto pasivo no se halle al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias para con la Hacienda Tributaria de
Navarra. Del mismo modo, todas aquellas otras
dilaciones en el procedimiento imputables al suje-
to pasivo no serán tenidas en cuenta a efectos del
cómputo del periodo de devengo de intereses de
demora”.

Uno. Artículo 29.3.

“3. Salvo lo dispuesto en el artículo 30.4, la
responsabilidad alcanzará a la totalidad de la
deuda tributaria existente en el periodo que, para
pago voluntario, esté establecido para el deudor.

Cuando haya transcurrido el plazo para pago
voluntario que se conceda al responsable sin
haber realizado el ingreso, se iniciará el corres-
pondiente periodo ejecutivo y se exigirá en vía de
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apremio la deuda junto con los recargos e intere-
ses que procedan.

La responsabilidad no alcanzará a las sancio-
nes, salvo las excepciones que en esta o en otra
Ley Foral se establezcan.

En los supuestos en que la responsabilidad
alcance a las sanciones, cuando el deudor princi-
pal hubiera tenido derecho a la reducción prevista
en el artículo 71.3, la deuda derivada será el
importe que proceda sin aplicar la reducción
correspondiente, en su caso, al deudor principal y
se dará trámite de conformidad al responsable en
la propuesta de declaración de responsabilidad.

La reducción por conformidad será la prevista
en el referido artículo 71.3. La reducción obtenida
por el responsable se le exigirá sin más trámite en
el caso de que presente cualquier recurso o recla-
mación frente al acuerdo de declaración de res-
ponsabilidad, fundado en la procedencia de la
derivación o en las liquidaciones derivadas.

La reducción prevista en este apartado no será
aplicable a los supuestos de responsabilidad por
el pago de deudas del artículo 30.4”.

Dos. Artículo 29.4, último párrafo.

“No obstante, en los supuestos previstos en el
artículo 30.4 no podrán impugnarse las liquidacio-
nes a las que alcance dicho presupuesto, sino el
alcance global de la responsabilidad. Asimismo,
en los supuestos previstos en el citado artículo no
resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo
70.6, tanto si el origen del importe derivado proce-
de de deudas como de sanciones tributarias”.

Nuevo apartado. Artículo 30.4.a).

“a) Las que sean causantes o colaboren en la
ocultación o transmisión de bienes y derechos del
obligado al pago con la finalidad de impedir la
actuación de la administración tributaria. Se inclu-
yen expresamente en este epígrafe las personas
físicas que adquieran un producto o servicio sin
abonar el correspondiente impuesto sobre el valor
añadido”.

Tres. Artículo 32, adición de un apartado 5.

“5. Serán responsables subsidiarios de las
deudas tributarias derivadas de tributos que
deban repercutirse o de cantidades que deban
retenerse a trabajadores, profesionales u otros
empresarios, los administradores de hecho o de
derecho de las personas jurídicas obligadas a
efectuar la declaración e ingreso de tales deudas
cuando, existiendo continuidad en el ejercicio de
la actividad, la presentación de autoliquidaciones
sin ingreso por tales conceptos tributarios sea rei-

terativa y pueda acreditarse que dicha presenta-
ción no obedece a una intención real de cumplir la
obligación tributaria objeto de autoliquidación.

Se entenderá que existe reiteración en la pre-
sentación de autoliquidaciones cuando en un
mismo año natural, de forma sucesiva o disconti-
nua, se hayan presentado sin ingreso la mitad o
más de las que corresponderían, con independen-
cia de que se hubiese presentado solicitud de
aplazamiento o fraccionamiento y de que la pre-
sentación haya sido realizada en plazo o de forma
extemporánea.

A estos efectos no se computarán aquellas
autoliquidaciones en las que, habiendo existido
solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, se
hubiese dictado resolución de concesión, salvo
incumplimiento posterior de los mismos y con
independencia del momento de dicho incumpli-
miento, no computándose, en ningún caso, aque-
llos que hubiesen sido concedidos con garantía
debidamente formalizada.

Se considerará, a efectos de esta responsabili-
dad, que la presentación de las autoliquidaciones
se ha realizado sin ingreso cuando, aun existiendo
ingresos parciales en relación con todas o algunas
de las autoliquidaciones presentadas, el importe
total resultante de tales ingresos durante el año
natural señalado en el segundo párrafo no supere
el 50 por ciento del sumatorio de las cuotas a
ingresar autoliquidadas.

Se presumirá que no existe intención real de
cumplimiento de las obligaciones mencionadas en
el párrafo primero, cuando se hubiesen satisfecho
créditos de titularidad de terceros de vencimiento
posterior a la fecha en que las obligaciones tribu-
tarias a las que se extiende la responsabilidad
establecida en esta disposición se devengaron o
resultaron exigibles y no preferentes a los créditos
tributarios derivados de estas últimas”.

Cuatro. Artículo 33.2.

“2. En el caso de sociedades o entidades
disueltas y liquidadas sus obligaciones tributarias
pendientes se transmitirán a los socios o partíci-
pes en el capital, que responderán de ellas solida-
riamente y hasta el límite del valor de la cuota de
liquidación que se les hubiese adjudicado y
demás percepciones patrimoniales recibidas por
aquéllos en los  cuatro años anteriores a la fecha
de disolución que minoren el patrimonio social
que debiera responder de tales obligaciones, sin
perjuicio de lo previsto en el artículo 30.4.a)”.
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Cinco. Artículo 33, adición de un apartado 3.

“3. En los supuestos de extinción o disolución
sin liquidación de sociedades y entidades con per-
sonalidad jurídica, sus obligaciones tributarias
pendientes se transmitirán a las personas o enti-
dades que les sucedan o que sean beneficiarias
de la correspondiente operación. Esta norma tam-
bién será aplicable a cualquier supuesto de cesión
global del activo y pasivo de una sociedad y enti-
dad con personalidad jurídica”.

Seis. Artículo 33, adición de un apartado 4.

“4. Las sanciones que pudieran proceder por
las infracciones cometidas por las sociedades y
entidades a las que se refieren los apartados 2 y 3
serán exigibles a los sucesores de las mismas, en
los términos establecidos en esos apartados y, en
su caso, hasta el límite del valor determinado con-
forme a lo dispuesto en el apartado 2”.

Nuevo apartado. Artículo 55.

“Artículo 55. Plazos.

Prescribirán a los diez años los siguientes
derechos y acciones:

a) El derecho de la administración para deter-
minar la deuda tributaria mediante la oportuna
liquidación.

b) La acción para exigir el pago de las deudas
tributarias liquidadas.

c) La acción para imponer sanciones tributa-
rias.

d) El derecho a la devolución de ingresos inde-
bidos”.

Siete. Artículo 56, adición de un apartado 2. El
actual contenido del artículo 56 constituirá el apar-
tado 1.

“2. El plazo de prescripción para exigir la obli-
gación de pago a los responsables solidarios, que
se establece en diez años, comenzará a contarse
desde el día siguiente a la finalización del plazo
de pago en período voluntario del deudor princi-
pal.

No obstante, en el caso de que los hechos que
constituyan el presupuesto de la responsabilidad
se produzcan con posterioridad al plazo fijado en
el párrafo anterior, dicho plazo de prescripción se
iniciará a partir del momento en que tales hechos
hubieran tenido lugar.

Tratándose de responsables subsidiarios, el
plazo de prescripción comenzará a computarse
desde la notificación de la última actuación recau-

datoria practicada al deudor principal o a cualquie-
ra de los responsables solidarios”.

Ocho. Artículo 57.1.

“1. Los plazos de prescripción a que se refieren
las letras a), b) y c) del artículo 55 se interrumpen:

a) Por cualquier acción de la Administración tri-
butaria, realizada con conocimiento formal del
obligado tributario, conducente al reconocimiento,
regularización, inspección, aseguramiento, com-
probación, liquidación y recaudación de todos o
de parte de los elementos de la obligación tributa-
ria que proceda, aunque la acción se dirija inicial-
mente a una obligación tributaria distinta como
consecuencia de la incorrecta declaración del obli-
gado tributario.

Asimismo, los plazos de prescripción para la
imposición de sanciones se interrumpirán, ade-
más de por las actuaciones mencionadas anterior-
mente, por la iniciación del correspondiente proce-
dimiento sancionador.

b) Por la interposición de reclamaciones o
recursos de cualquier clase, por las actuaciones
realizadas con conocimiento formal del obligado
tributario en el curso de dichas reclamaciones o
recursos, por la declaración de concurso del deu-
dor, por el ejercicio de acciones civiles o penales
dirigidas al cobro de la deuda tributaria, por la
remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal
o por la presentación de denuncia ante el Ministe-
rio Fiscal, así como por la recepción de la comuni-
cación de un órgano jurisdiccional en la que se
ordene la paralización del procedimiento adminis-
trativo en curso.

c) Por cualquier actuación del obligado tributa-
rio conducente al pago, liquidación o autoliquida-
ción de la deuda”.

Nueve. Artículo 57, adición de un apartado 3.

“3. Cuando el plazo de prescripción se hubiera
interrumpido por la interposición del recurso ante
la jurisdicción contencioso-administrativa, por el
ejercicio de acciones civiles o penales, por la
remisión del tanto de culpa a la jurisdicción com-
petente o la presentación de denuncia ante el
Ministerio Fiscal o por la recepción de una comu-
nicación judicial de paralización del procedimiento,
el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de
nuevo cuando la Administración reciba la notifica-
ción de la resolución firme que ponga fin al proce-
so judicial o que levante la paralización, o cuando
se reciba la notificación del Ministerio Fiscal devol-
viendo el expediente.
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Cuando el plazo de prescripción se hubiera
interrumpido por la declaración de concurso del
deudor, el cómputo se iniciará de nuevo cuando
adquiera firmeza la resolución judicial de conclu-
sión del concurso. Si se hubiere aprobado un con-
venio, el plazo de prescripción se iniciará de
nuevo en el momento de su aprobación para las
deudas tributarias no sometidas al mismo. Res-
pecto de las deudas tributarias sometidas al con-
venio concursal, el cómputo del plazo de prescrip-
ción se iniciará de nuevo cuando aquéllas resulten
exigibles al deudor.

Lo dispuesto en este apartado no será aplica-
ble al plazo de prescripción del derecho de la
Administración tributaria para exigir el pago cuan-
do no se hubiera acordado la suspensión en vía
contencioso-administrativa”.

Diez. Artículo 57, adición de un apartado 4.

“4. Interrumpido el plazo de prescripción para
un obligado tributario, dicho efecto se extiende a
todos los demás obligados, incluidos los respon-
sables. No obstante, si la obligación es mancomu-
nada y sólo se reclama a uno de los obligados tri-
butarios la parte que le corresponde, el plazo no
se interrumpe para los demás.

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo
de un mismo obligado al pago, la interrupción de
la prescripción sólo afectará a la deuda a la que
se refiera.

La interrupción del plazo de prescripción conte-
nido en el artículo 55.b) por litigio, concurso u
otras causas legales, respecto del deudor principal
o de alguno de los responsables, causa el mismo
efecto en relación con el resto de los sujetos soli-
dariamente obligados al pago, ya sean otros res-
ponsables o el propio deudor principal, sin perjui-
cio de que puedan continuar frente a ellos las
acciones de cobro que procedan”.

Once. Artículo 70.6.

“6. La ejecución de las sanciones tributarias
quedará automáticamente suspendida aportando
garantía suficiente, por la presentación en tiempo
y forma del recurso o reclamación administrativa
que contra aquéllas proceda y sin que puedan eje-
cutarse hasta que sean firmes en vía administrati-
va.

Lo dispuesto en este apartado se aplicará a los
efectos de suspender las sanciones tributarias
objeto de derivación de responsabilidad, tanto en
el caso de que la sanción fuese recurrida por el
sujeto infractor, como cuando en ejercicio de lo
dispuesto en el artículo 29.4 dicha sanción sea
recurrida por el responsable. En ningún caso será

objeto de suspensión automática por este precep-
to la deuda tributaria objeto de derivación.

Tampoco se suspenderán con arreglo a este
precepto las responsabilidades por el pago de
deudas previstas en el artículo 30.4”.

Nuevo apartado. Artículo 71.1.b).

“b) La resistencia, excusa o negativa a las
actuaciones de la Administración tributaria o la
obstrucción a la acción investigadora de la misma.

Cuando concurra esta circunstancia en la
comisión de una infracción grave, el porcentaje de
la sanción se incrementará entre 20 y 60 puntos.

Cuando concurra esta circunstancia en la
comisión de una infracción simple el importe de la
sanción se incrementará entre un 20 y un 40 por
ciento del importe de la cuantía máxima”.

Nuevo apartado. Artículo 71.3.

“La cuantía de las sanciones por infracciones
tributarias graves se reducirá en un 30 por ciento
cuando el sujeto infractor o, en su caso, el respon-
sable manifieste su conformidad con las propues-
tas de regularización y de sanción que se les for-
mulen”.

Nuevo apartado. Artículo 72, adición de un
apartado 8.

“8. La cuantía de cada sanción de las previstas
en este artículo, una vez aplicados en su caso los
criterios de graduación, no podrá ser inferior a 200
euros, sin perjuicio de los supuestos que establez-
can otro importe mínimo superior”.

Nuevo apartado. Artículo 88.

“Artículo 88. Devoluciones de oficio.

La Administración tributaria devolverá de oficio
las cantidades que procedan de acuerdo con lo
previsto en la normativa específica del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, del
Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre
el Valor Añadido. Transcurrido el plazo fijado en las
normas reguladoras de cada tributo y, en todo
caso, el plazo de seis meses, sin que se haya
ordenado el pago de la devolución por causa
imputable a la Administración tributaria, el contri-
buyente tendrá derecho al abono del interés de
demora regulado en el artículo 50.2.c), sin necesi-
dad de efectuar requerimiento a tal efecto. A estos
efectos, dicho interés se devengará desde la finali-
zación del plazo del que dispone la Administración
tributaria para practicar liquidación provisional
hasta la fecha en que se ordene el pago de la
correspondiente devolución.
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Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59,
la Hacienda Tributaria de Navarra pospondrá el
pago de dichas devoluciones respecto a aquel
sujeto pasivo que no se encuentre al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias,
hasta que cumpla con ellas.

No se devengarán intereses de demora en los
periodos durante los cuales el sujeto pasivo no se
halle al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones tributarias para con la Hacienda Tributaria
de Navarra. Del mismo modo, todas aquellas otras
dilaciones en el procedimiento de pago imputables
al sujeto pasivo no serán tenidas en cuenta a
efectos del cómputo del periodo de devengo de
intereses de demora”.

Doce. Artículo 118.

“Artículo 118. Medidas cautelares.

1. Para asegurar el cobro de las deudas para
cuya recaudación sea competente, la Administra-
ción tributaria deberá adoptar medidas cautelares
de carácter provisional cuando existan indicios
racionales de que, en otro caso, dicho cobro se
vería frustrado o gravemente dificultado.

La medida cautelar deberá ser notificada al
afectado con expresa mención de los motivos que
justifican su aplicación.

2. Las medidas habrán de ser proporcionadas
al daño que se pretenda evitar y en la cuantía
estrictamente necesaria para asegurar el cobro de
la deuda, incrementada con los intereses, recar-
gos y gastos de ejecución. En ningún caso se
adoptarán aquellas que puedan producir un perjui-
cio de difícil o imposible reparación.

3. Las medidas cautelares podrán consistir en:

a) La retención del pago de devoluciones tribu-
tarias o de otros pagos que deba realizar la Comu-
nidad Foral. La retención cautelar total o parcial de
una devolución tributaria deberá ser notificada al
interesado junto con el acuerdo de devolución.

b) El embargo preventivo de bienes y dere-
chos, del que se practicará, en su caso, anotación
preventiva.

c) La prohibición de enajenar, gravar o dispo-
ner de bienes o derechos.

d) La retención de un porcentaje de los pagos
que las empresas que contraten o subcontraten la
ejecución de obras o prestación de servicios
correspondientes a su actividad principal realicen a
los contratistas o subcontratistas, en garantía de las
obligaciones tributarias relativas a tributos que
deban repercutirse o cantidades que deban retener-

se a trabajadores, profesionales u otros empresa-
rios, en la parte que corresponda a las obras o ser-
vicios objeto de la contratación o subcontratación.

e) Cualquier otra legalmente prevista.

4. Las medidas cautelares reguladas en este
artículo podrán adoptarse durante la tramitación
de los procedimientos de gestión, de inspección y
de recaudación desde el momento en que la
Administración tributaria actuante pueda acreditar
de forma motivada y suficiente la concurrencia de
los presupuestos establecidos en el apartado 1 y
el cumplimiento de los límites señalados en el
apartado 2.

5. Los efectos de las medidas cautelares cesa-
rán en el plazo de seis meses desde su adopción,
salvo en los siguientes supuestos:

a) Que se conviertan en embargos en el proce-
dimiento de apremio o en medidas cautelares judi-
ciales, que tendrán efectos desde la fecha de
adopción de la medida cautelar.

b) Que desaparezcan las circunstancias que
motivaron su adopción.

c) Que, a solicitud del interesado, se acordase
su sustitución por otra garantía que se estime sufi-
ciente.

En todo caso, las medidas cautelares deberán
ser levantadas si el obligado tributario presenta
aval solidario de entidad de crédito o sociedad de
garantía recíproca o certificado de seguro de cau-
ción que garantice el cobro de la cuantía de la
medida cautelar. Si el obligado procede al pago en
período voluntario de la obligación tributaria cuyo
cumplimiento aseguraba la medida cautelar, sin
mediar suspensión del ingreso, la Administración
tributaria deberá abonar los gastos del aval apor-
tado.

d) Que se amplíe dicho plazo mediante acuer-
do motivado, sin que la ampliación pueda exceder
de seis meses.

6. Se podrá acordar el embargo preventivo de
dinero y mercancías en cuantía suficiente para
asegurar el pago de la deuda tributaria que proce-
da exigir por actividades lucrativas ejercidas sin
establecimiento y que no hubieran sido declara-
das. Asimismo, podrá acordarse el embargo pre-
ventivo de los ingresos de los espectáculos públi-
cos que no hayan sido previamente declarados a
la Administración tributaria.

7. Cuando con motivo de un procedimiento de
comprobación e investigación inspectora se haya
formalizado denuncia o querella por delito contra
la Hacienda Pública o se haya dirigido proceso
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judicial por dicho delito, podrán adoptarse, por el
órgano competente de la Administración tributaria,
las medidas cautelares reguladas en este artículo,
sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición adi-
cional decimoséptima.

Si la investigación del presunto delito no tuvie-
se origen en un procedimiento de comprobación e
investigación inspectora, las medidas cautelares
podrán adoptarse por el órgano competente de la
Administración tributaria con posterioridad a la
incoación de las correspondientes diligencias de
investigación desarrolladas por el Ministerio Fiscal
o, en su caso, con posterioridad a la incoación de
las correspondientes diligencias penales.

En los supuestos a que se refieren los párrafos
anteriores, las medidas cautelares podrán dirigirse
contra cualquiera de los sujetos identificados en la
denuncia o querella como posibles responsables,
directos o subsidiarios, del pago de las cuantías a
las que se refiere el artículo 126 del Código Penal.

Adoptada, en su caso, la medida cautelar por
el órgano competente de la Administración tributa-
ria, se notificará al interesado, al Ministerio Fiscal
y al órgano judicial competente y se mantendrá
hasta que este último adopte la decisión proce-
dente sobre su conversión en medida jurisdiccio-
nal o levantamiento”.

Trece. Artículo 122.1.

“1. Cuando la Administración tributaria tenga
conocimiento de la existencia de fondos, valores u
otros bienes entregados o confiados a una deter-
minada oficina de una entidad de crédito o a otra
persona o entidad depositaria, podrá disponer su
embargo en la cuantía que proceda, sin necesidad
de precisar los datos identificativos y la situación
de cada cuenta, depósito u operación existentes
en dicha persona o entidad. Tratándose de valo-
res, si de la información suministrada por la perso-
na o entidad depositaria en el momento del
embargo, se deduce que los existentes no son
homogéneos o que su valor excede del importe
señalado en el apartado 1 del artículo anterior, se
concretarán por el órgano de recaudación los que
hayan de quedar trabados”.

Catorce. Artículo 124, adición de un apartado 5.

“5. La Administración tributaria podrá acordar la
prohibición de disponer sobre los bienes muebles
e inmuebles de una sociedad, sin necesidad de
que el procedimiento recaudatorio se dirija contra
ella, cuando se hubieran embargado al obligado
tributario acciones o participaciones de aquélla y
éste ejerza el control efectivo, total o parcial, direc-
to o indirecto sobre la sociedad titular de los bien-

es muebles e inmuebles en cuestión en los térmi-
nos previstos en el artículo 42 del Código de
Comercio y aunque no estuviere obligado a formu-
lar cuentas consolidadas. Podrá tomarse anota-
ción preventiva de la prohibición de disponer en la
hoja abierta a las fincas en el Registro de la pro-
piedad competente en virtud del correspondiente
mandamiento en que se justificará la validez de la
medida cautelar contra persona distinta del titular
registral por referencia a la existencia de la corres-
pondiente relación de control cuyo presupuesto de
hecho se detallará en el propio mandamiento.

El recurso contra la medida de prohibición de
disponer solo podrá fundarse en la falta de alguno
de los presupuestos de hecho que permiten su
adopción.

La medida se alzará cuando por cualquier
causa se extinga el embargo de las participacio-
nes o acciones pertenecientes al obligado tributa-
rio. Asimismo, la Administración tributaria podrá
acordar el levantamiento de la prohibición de dis-
poner cuando su mantenimiento pudiera producir
perjuicios de difícil o imposible reparación, debida-
mente acreditados por la sociedad, o cuando, a
solicitud de interesado, se sustituya la medida por
otra garantía que se estime suficiente”.

Nuevo apartado. Artículo 142.1.

“1. Los obligados tributarios y sus herederos o
causahabientes tendrán derecho a la devolución
de los ingresos que indebidamente hubieran reali-
zado en la Tesorería de la Comunidad Foral con
ocasión del pago de las deudas tributarias, apli-
cándose el interés de demora regulado en el artí-
culo 50.2.c). En ningún caso se devolverán las
cantidades pagadas que hayan servido para obte-
ner la exoneración de responsabilidad en los
supuestos previstos en el artículo 66.7.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59,
la Hacienda Tributaria de Navarra pospondrá el
pago de dichas devoluciones respecto de aquel
sujeto pasivo que no se encuentre al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias,
hasta que cumpla con ellas.

No se devengarán intereses de demora en los
periodos durante los cuales el sujeto pasivo no se
halle al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones tributarias para con la Hacienda Tributaria
de Navarra. Del mismo modo, todas aquellas otras
dilaciones en el procedimiento de pago imputables
al sujeto pasivo no serán tenidas en cuenta a
efectos del cómputo del periodo de devengo de
intereses de demora”.
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Nuevo apartado. Artículo 158.3.

“3. Si como consecuencia de la estimación de
la reclamación interpuesta hubiera que devolver
cantidades ingresadas, el interesado tendrá dere-
cho al interés de demora desde la fecha en que
efectuó el ingreso.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59,
la Hacienda Tributaria de Navarra pospondrá el
pago de dichas devoluciones respecto de aquel
sujeto pasivo que no se encuentre al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias,
hasta que cumpla con ellas.

No se devengarán intereses de demora en los
periodos durante los cuales el sujeto pasivo no se
halle al corriente en el cumplimiento de sus obliga-
ciones tributarias para con la Hacienda Tributaria
de Navarra. Del mismo modo, todas aquellas otras
dilaciones en el procedimiento de pago imputables
al sujeto pasivo no serán tenidas en cuenta a
efectos del cómputo del periodo de devengo de
intereses de demora”.

Quince. Adición de una disposición adicional
decimonovena.

“Disposición adicional decimonovena. Compe-
tencias de investigación patrimonial en los proce-
sos por delito contra la Hacienda Pública.

En los procesos por delito contra la Hacienda
pública, y sin perjuicio de las facultades que
corresponden a las unidades de la Policía Judicial,
los órganos de recaudación de la Hacienda Tribu-
taria de Navarra mantendrán la competencia para
investigar, bajo la supervisión de la autoridad judi-
cial, el patrimonio que pueda resultar afecto al
pago de las cuantías pecuniarias asociadas al
delito.

A tales efectos, podrán ejercer las facultades
previstas en los artículos 103, 104 y 123, realizar
informes sobre la situación patrimonial de las per-
sonas relacionadas con el delito y adoptar las
medidas cautelares previstas en el apartado 7 del
artículo 118.

De tales actuaciones, sus incidencias y resulta-
dos se dará cuenta inmediata al juez penal, que
resolverá sobre la confirmación, modificación o
levantamiento de las medidas adoptadas.

Las actuaciones desarrolladas se someterán a
lo previsto en la presente ley y su normativa de
desarrollo, sin perjuicio de la posibilidad de que el
juez decida la realización de otras actuaciones al
amparo de lo previsto en el artículo 989 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal”.

Nuevo apartado. Se modifican los apartados
1.c) y 2.c) de la disposición adicional decimoctava
que quedarán redactados de la forma siguiente:

“1.c) Información sobre los bienes muebles e
inmuebles y derechos sobre bienes muebles e
inmuebles de su titularidad situados en el extran-
jero”.

“2.c) En el caso de incumplimiento de la obliga-
ción de informar sobre bienes muebles e inmue-
bles y derechos sobre bienes muebles e inmue-
bles situados en el extranjero, la sanción consistirá
en multa pecuniaria fija de 5.000 euros por cada
dato o conjunto de datos referidos a un mismo
bien mueble o  inmueble o a un mismo derecho
sobre un bien mueble o inmueble que hubiera
debido incluirse en la declaración o hubieran sido
aportados de forma incompleta, inexacta o falsa,
con un mínimo de 10.000 euros.

La sanción será de 100 euros por cada dato o
conjunto de datos referidos a un mismo bien mue-
ble o inmueble o a un mismo derecho sobre un
bien mueble o inmueble, con un mínimo de 1.500
euros, cuando la declaración haya sido presenta-
da fuera de plazo sin requerimiento previo de la
Administración tributaria. Del mismo modo se san-
cionará la presentación de la declaración por
medios distintos a los electrónicos, informáticos y
telemáticos cuando exista obligación de hacerlo
por dichos medios”.

Dieciséis (SUPRIMIDO).

Artículo segundo. Reglamento de Recauda-
ción de la Comunidad Foral de Navarra.

Con efectos a partir de 1 de enero de 2013 se
añade un nuevo apartado 4 al artículo 48 del
Reglamento de Recaudación de la Comunidad
Foral de Navarra, aprobado por Decreto Foral
177/2001, de 2 de julio.

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el aparta-
do 2 anterior, en caso de concurso del obligado tri-
butario no podrán aplazarse ni fraccionarse las
deudas tributarias que, de acuerdo con la legisla-
ción concursal, tengan la consideración de crédi-
tos contra la masa”.

Nuevo apartado. Se modifica el apartado 1, del
artículo 64 del Reglamento de Recaudación de
Navarra, aprobado por Decreto Foral 177/2001, de
2 de julio, que pasará a tener la siguiente redac-
ción:

“La acción para exigir el pago de las deudas
tributarias liquidadas prescribe a los diez años,
contados desde la fecha en que finalice el plazo
de pago voluntario”.
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Artículo tercero. Ley Foral del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas.

Con efectos a partir de 1 de enero de 2013, el
artículo 44 del Texto Refundido de la Ley Foral del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
aprobado por Decreto Foral Legislativo 4/2008, de
2 de junio, quedará redactado del siguiente modo:

“Artículo 44. Incrementos no justificados.

“Tendrán la consideración de incrementos de
patrimonio no justificados los bienes o derechos
cuya tenencia, declaración o adquisición no se
corresponda con la renta o patrimonio declarados
por el contribuyente, así como la inclusión de deu-
das inexistentes en cualquier declaración por este
impuesto o por el Impuesto sobre el Patrimonio, o
su registro en los libros de registros oficiales.

Los incrementos de patrimonio no justificados
se integrarán en la base liquidable general del
periodo impositivo respecto del que se descubran,
salvo que el sujeto pasivo pruebe suficientemente
que ha sido titular de los bienes o derechos
correspondientes desde una fecha anterior a la del
periodo de prescripción.

En todo caso tendrán la consideración de
incrementos de patrimonio no justificados y se
integrarán en la base liquidable general del perio-
do impositivo más antiguo de los no prescritos
susceptibles de regularización, la tenencia, decla-
ración o adquisición de bienes o derechos respec-
to de los que no se hubiera cumplido en el plazo
establecido al efecto la obligación de información
a que se refiere la disposición adicional decimoc-
tava de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre,
General Tributaria.

No obstante, no resultará de aplicación lo pre-
visto en el párrafo anterior cuando el sujeto pasivo
acredite que la titularidad de los bienes o dere-
chos se corresponde con rentas declaradas, o
bien con rentas obtenidas en periodos impositivos
respecto de los cuales no tuviese la condición de
sujeto pasivo, por este Impuesto o por el impuesto
sobre Sociedades, en territorio español”.

Artículo cuarto. Ley Foral del Impuesto sobre
Sociedades.

Con efectos para los periodos impositivos que
se inicien a partir de 1 de enero de 2013. Los pre-
ceptos de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciem-
bre del Impuesto de Sociedades que a continua-
ción se relacionan, quedarán redactados del
siguiente modo:

Nuevo apartado. Artículo 9, adición de un
número 5.

“5. En todo caso se entenderá que han sido
adquiridos con cargo a rentas no declaradas que
se imputarán al periodo impositivo más antiguo de
entre los no prescritos susceptible de regulariza-
ción, los bienes  y derechos respecto de los que el
sujeto pasivo no hubiera cumplido en el plazo
establecido al efecto la obligación de información
a que se refiere la disposición adicional decimoc-
tava de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre,
General Tributaria.

No obstante, no resultará de aplicación lo pre-
visto en este número cuando el sujeto pasivo acre-
dite que los bienes y derechos cuya titularidad le
corresponde han sido adquiridos con cargo a ren-
tas declaradas, o bien con cargo a rentas obteni-
das en periodos impositivos respecto de los cua-
les no tuviese la  condición de sujeto pasivo por
este Impuesto o por el Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, en territorio español”.

Nuevo apartado. Se añade una nueva letra h)
al artículo 24.1.

“h) Los gastos que excedan, para cada percep-
tor, del importe de 1.000.000 de euros, aun cuan-
do se satisfagan en varios periodos impositivos,
derivados de la extinción de la relación laboral,
común o especial, o de la relación mercantil a que
se refiere el artículo 14.2.c) de la Ley Foral del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
o de ambas. A estos efectos, se computarán las
cantidades satisfechas por otras entidades que
formen parte de un mismo grupo de sociedades
en las que concurran las circunstancias previstas
en el artículo 42 del Código de Comercio”.

Nuevo apartado. Artículo 78.1.

“1. Los sujetos pasivos de este Impuesto debe-
rán llevar su contabilidad de acuerdo con lo previs-
to en el Código de Comercio o con lo establecido
en las normas por las que se rijan.

En todo caso, los sujetos pasivos a que se
refiere el Capítulo XII del Título X llevarán su con-
tabilidad de tal forma que permita identificar los
ingresos y gastos correspondientes a las rentas y
explotaciones económicas no exentas”.

Nuevo apartado. Artículo 80.3.

“3. Los sujetos pasivos a que se refiere el
Capítulo XII del Título X estarán obligados a decla-
rar la totalidad de sus rentas, exentas o no exen-
tas.

No obstante, los citados sujetos pasivos no
tendrán obligación de presentar declaración cuan-
do cumplan los dos requisitos siguientes:
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a) Que sus ingresos totales no superen los
100.000 euros anuales.

b) Que los ingresos correspondientes a rentas
no exentas no sometidos a retención no superen
los 25.000 euros anuales”.

Nuevo apartado. Adición de una disposición
transitoria cuadragésima quinta.

“Disposición transitoria cuadragésima quinta.
Prórroga del plazo para la materialización de la
inversión en la exención por reinversión.

A los efectos de lo establecido en el artículo
36, en los supuestos en que el plazo para efectuar
la reinversión finalice durante el año 2013, los
sujetos pasivos podrán efectuar dicha reinversión
antes del 1 de enero de 2014”.

Artículo quinto. Ley Foral 10/1996, de 2 de julio,
reguladora del Régimen tributario de las Fundacio-
nes y de las actividades de patrocinio.

Nuevo apartado. Artículo 9.3.

“3. La Fundación podrá hacer efectivo el desti-
no de las rentas en la proporción a que se refiere
el número 1 anterior en el plazo de cuatro años a
partir del momento de su obtención”.

Nuevo apartado. Artículo 9.5. Segundo párrafo.

“Por otra parte, el plazo de cuatro años previsto
en el número 3 puede ser objeto de ampliación
cuando el destino de las rentas se ajuste a un
plan formulado por la Fundación y aceptado por el
Departamento de Economía, Hacienda, Industria
y Empleo”.

Nuevo apartado. Artículo 11.1.

“1. Serán de aplicación obligatoria a las funda-
ciones que se acojan al régimen tributario regula-
do en esta Ley Foral las normas de adaptación del
Plan General de Contabilidad a las entidades sin
fines lucrativos, sin perjuicio de las especialidades
que pueda establecer la Comunidad Foral.

Las fundaciones que obtengan rentas de
explotaciones económicas no exentas en el
Impuesto sobre Sociedades tendrán las obligacio-
nes contables previstas en el Código de Comercio
y en las normas reguladoras de dicho impuesto.
La contabilidad de estas entidades se llevará de
tal forma que permita identificar los ingresos y
gastos correspondientes a las explotaciones eco-
nómicas no exentas”.

Nuevo apartado. Artículo 11.4.

“4. Los documentos a que se refieren los
números 2 y 3 anteriores se presentarán ante la
Hacienda tributaria de Navarra dentro de los seis

primeros meses del ejercicio siguiente, salvo el
balance de la situación y la cuenta de resultados
que se presentarán en la declaración correspon-
diente del Impuesto sobre Sociedades”.

Nuevo apartado. Se añade un apartado 7 al
artículo 11.

“7. Los documentos a que se refieren los núme-
ros 2, 3 y 6 anteriores se presentarán en la forma
y lugar que establezca la Consejera de Economía,
Hacienda, Industria y Empleo, quien podrá deter-
minar el procedimiento y las condiciones en que
proceda su presentación, así como su obligatorie-
dad por medios informáticos o telemáticos”.

Nuevo artículo. Comisión de trabajo perma-
nente de seguimiento y evaluación de la lucha
contra el fraude y la economía sumergida.

En el plazo de tres meses tras la aprobación
de esta Ley Foral se creará una Comisión de tra-
bajo permanente de seguimiento y evaluación de
la lucha contra el fraude y la economía sumergida
compuesta por una representación del Gobierno
de Navarra, un representante de cada Grupo Par-
lamentario y los representantes de cuando menos,
las cuatro formaciones sindicales de mayor
implantación en Navarra y de otras entidades
socioeconómicas, al objeto de analizar las actua-
ciones de este ámbito, plantear propuestas y reali-
zar un seguimiento de los planes de actuación y
de las medidas diseñadas para luchar contra el
fraude fiscal.

Dicha Comisión Permanente se reunirá, como
mínimo, con carácter trimestral.

Nuevo artículo. Mayoría necesaria para la
aprobación de medidas que impliquen una amnis-
tía fiscal.

Cualquier medida que, con el fin de aflorar ren-
tas o patrimonios no declarados, elimine o reduz-
ca sustancialmente durante un espacio breve de
tiempo el coste fiscal asociado, requerirá para ser
aprobada la mayoría absoluta de los votos emiti-
dos en el Parlamento de Navarra.

Nueva disposición adicional. Modificación
del párrafo primero del apartado 3 de la disposi-
ción adicional primera de la Ley Foral 21/2012, de
26 de diciembre, de modificación de diversos
impuestos y otras medidas tributarias.

“3. La actualización de valores se practicará
respecto de los elementos susceptibles de actuali-
zación que figuren en el primer balance cerrado
con posterioridad al día 28 de diciembre de 2012,
o en los correspondientes libros registro a 31 de
diciembre de 2012 en el caso de sujetos pasivos

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 34 / 27 de marzo de 2013

17



del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas que estén obligados por dicho impuesto a la
llevanza de esos libros registro, siempre que no
estén fiscalmente amortizados en su totalidad. A
estos efectos, se tomarán, como mínimo, las
amortizaciones que debieron realizarse con dicho
carácter”.

Nueva disposición adicional. Modificación de
la fecha a partir de la cual tendrá efectos el artícu-
lo 3, apartado Cuatro, de la Ley Foral 21/2012, de
26 de diciembre, de modificación de diversos
impuestos y otras medidas tributaras.

“El apartado Cuatro del artículo 3 de la Ley
Foral 21/2012, de 26 de diciembre, de modifica-
ción de diversos impuestos y otras medidas tribu-
taras, tendrá efectos para los hechos imponibles
producidos a partir del 15 de noviembre de 2012”.

Nueva disposición adicional. Modificación de
la tabla de coeficientes de actualización conteni-
dos en el apartado 5 de la disposición adicional
primera de la Ley Foral 21/2012, de 26 de diciem-
bre, de modificación de diversos impuestos y otras
medidas tributarias.

La tabla de coeficientes de actualización conte-
nidos en el apartado 5 de la disposición adicional
primera de la Ley Foral 21/2012, de 26 de diciem-
bre, de modificación de diversos impuestos y otras
medidas tributarias, se sustituye por esta otra:

“1983 y anteriores 2,422
1984 2,194
1985 2,047
1986 1,947
1987 1,886
1988 1,809
1989 1,720
1990 1,651
1991 1,593
1992 1,540
1993 1,478
1994 1,421
1995 1,351
1996 1,287
1997 1,255
1998 1,241
1999 1,233
2000 1,228
2001 1,202
2002 1,189
2003 1,170
2004 1,158
2005 1,144
2006 1,122

2007 1,097
2008 1,063
2009 1,040
2010 1,028
2011 1,028
2012 1,000”

Nueva disposición adicional. Ofer ta de
empleo público.

En el año 2013 el Gobierno de Navarra convo-
cará una oferta pública de empleo para incremen-
tar en un 20 por ciento las plazas de Técnicos de
Hacienda, adoptará las medidas necesarias para
la conversión de plazas vacantes en plazas de
Gestores e Investigadores Auxiliares de Hacienda
y su provisión, así como las disposiciones oportu-
nas para la sustitución del personal de la Hacien-
da Tributaria de Navarra de modo que se garantice
una eficaz lucha contra el fraude fiscal.

Nueva disposición adicional. Concienciación
y educación en el cumplimiento de las obligacio-
nes tributarias.

El Gobierno de Navarra, en el plazo de seis
meses desde la aprobación de la presente Ley
Foral, realizará y presentará una estrategia educa-
tiva, informativa y comunicativa, para concienciar
y educar en la responsabilidad ciudadana en el
cumplimiento de las obligaciones tributarias.

El grado de consecución de los objetivos defi-
nidos en dicha estrategia será valorado y revisado
anualmente mediante la presentación en el Parla-
mento de Navarra del correspondiente informe de
seguimiento.

Nueva disposición adicional. Plan de lucha
contra el fraude fiscal.

En el plazo de tres meses contados a partir de
la presentación del estudio previsto en la disposi-
ción adicional sexta de la Ley Foral 21/2012, de 26
de diciembre, de modificación de diversos impues-
tos y otras medidas tributarias, el Gobierno de
Navarra elaborará y presentará al Parlamento de
Navarra un plan o estrategia cuatrienal de lucha
contra el fraude fiscal. Dicho plan se actualizará
anualmente según la información disponible y
contendrá, al menos:

a) Objetivos concretos y cuantificables para
poder evaluar la efectividad de la estrategia dise-
ñada.

b) Recursos humanos, económicos y materia-
les necesarios para el cumplimiento de tales obje-
tivos, así como para impulsar las labores de

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 34 / 27 de marzo de 2013

18



detección y persecución real del fraude fiscal, y
asegurar la culminación efectiva de las actuacio-
nes.

c) Medidas específicas de actuación sobre la
economía sumergida.

d) Un programa de seguimiento y control de la
veraz y correcta aplicación en las distintas figuras
tributarias de deducciones, exenciones, subven-
ciones y otros beneficios fiscales.

e) Seguimiento continuo y evaluación anual de
los resultados obtenidos en relación con los objeti-
vos perseguidos, con el fin de establecer la efecti-
vidad y rentabilidad económico-social de la estra-
tegia. Dicha evaluación será igualmente
presentada al Parlamento de Navarra.

Nueva disposición adicional. Programa
general de comprobación.

En el plazo de tres meses desde la entrada en
vigor de la Ley Foral, el Gobierno de Navarra esta-
blecerá reglamentariamente un Programa General
de comprobación de empresarios, profesionales y
sociedades mercantiles con actividades dirigidas
a consumidores finales, que declaren ingresos
inferiores a un determinado margen sobre sus
compras declaradas.

Nueva disposición transitoria. Régimen de
estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta

de las Personas Físicas y régimen simplificado del
Impuesto sobre el Valor Añadido para 2013.

“1. El régimen de estimación objetiva del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
el régimen especial simplificado del Impuesto
sobre el Valor Añadido no serán de aplicación
para ninguna actividad que no hubiera podido
acogerse a los mismos en 2012.

2. Además, no serán de aplicación en las
siguientes situaciones:

a) En las actividades recogidas en el artículo
3.1.1.ª a) de la Orden Foral 10/2012, de 30 de
enero, siempre que el volumen de ingresos, deter-
minado con arreglo a lo establecido en la citada
orden foral, supere los 200.000 euros.

b) En el resto de actividades posibles, siempre
que el referido volumen de ingresos supere los
100.000 euros.

c) En el caso de que el personal empleado,
también calculado de acuerdo con la mencionada
Orden Foral, sea superior a 2”.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Ley Foral entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra, con los efectos en ella previstos.
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Serie B:
PROPOSICIONES DE LEY FORAL

Proposición de Ley Foral de modificación del artículo 33, apartado 2, de la
Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del comercio en Navarra

DICTAMEN APROBADO POR LA COMISIÓN DE CULTURA,TURISMO Y RELACIONES INSTITU-
CIONALES

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
138.3 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra, del Dictamen aprobado por la Comisión
de Cultura, Turismo y Relaciones Institucionales,
en relación con la proposición de Ley Foral de
modificación del artículo 33, apartado 2, de la Ley
Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del
comercio en Navarra, publicada en el Boletín Ofi-
cial de la Cámara número 93 de 12 de noviembre
de 2012.

Pamplona, 14 de marzo de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

DICTAMEN

Aprobado por la Comisión de Cultura, Turismo
y Relaciones Institucionales en sesión celebrada
los días 12 y 14 de marzo de 2013

Proposición de Ley Foral de 
modificación de determinados 

artículos de la Ley Foral 17/2001, 
de 12 de julio, reguladora del comer-

cio en Navarra

Artículo 1. Se modifica el artículo 32 de la Ley
Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del
Comercio en Navarra, al que se da la siguiente
redacción:

“Artículo 32. Horario en días laborables.

El horario de apertura y cierre de los estableci-
mientos comerciales en días laborables, con una
jornada comercial máxima de 15 horas, serán fija-
dos libremente por cada comerciante, todo ello sin
perjuicio de los derechos reconocidos a los traba-
jadores en el régimen laboral.

El horario global en el que los comercios
podrán desarrollar su actividad durante el conjun-
to de días laborables de la semana no podrá
superar las noventa horas, ajustándose igualmen-
te a la normativa laboral”.

Artículo 2. Se modifica el artículo 33 de la Ley
Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del
Comercio en Navarra, al que se da la siguiente
redacción:

“Artículo 33. Apertura en domingos y festivos.

1. Los domingos y festivos no serán hábiles
para el ejercicio de la actividad comercial en la
Comunidad Foral de Navarra, salvo los expresa-
mente autorizados.

2. Antes del 1 de noviembre se establecerá por
el Depar tamento competente en materia de
comercio, previa audiencia del Consejo de Comer-
cio de Navarra, el calendario que regirá para el
año siguiente, comprensivo de los domingos y
festivos que se consideren hábiles. El número de
domingos y festivos que se consideren hábiles
será de diez.

Los criterios para dicho establecimiento serán
los siguientes:

a) Un máximo de 1 día hábil por cada mes, a
excepción de diciembre en el que podrán estable-
cerse dos.

b) Un máximo de 2 domingos autorizados
como hábiles durante el año. Estos domingos, en
ningún caso podrán ser consecutivos.

3. Este calendario será susceptible de varia-
ción por el departamento competente, previa soli-
citud motivada. En el caso de los ayuntamientos y
para variaciones en sus respectivos términos
municipales, la solicitud deberá realizarse con una
antelación de dos meses.



4. El horario de apertura y cierre de los esta-
blecimientos comerciales en los domingos y festi-
vos autorizados, con una jornada comercial máxi-
ma de quince horas, será fijado libremente por
cada comerciante, todo ello sin perjuicio de los
derechos reconocidos a los trabajadores en el
régimen laboral”

Artículo 3. Se modifica el apartado 2 del artí-
culo 46 de la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio,
reguladora del Comercio en Navarra, al que se da
la siguiente redacción:

“2. La venta en rebajas será fijada según el cri-
terio del comerciante y decidiendo libremente su
duración, con sujeción a los siguientes paráme-
tros:

a) Podrán celebrarse en dos temporadas anua-
les: una, iniciada al principio del año, y la otra, en
torno al periodo estival, atendiendo a los usos y
costumbres, y a los periodos de mayor venta.

b) Las rebajas tendrán una duración mínima de
una semana y una máxima de dos meses.

c) Las fechas iniciales y finales de cada tempo-
rada se determinarán mediante orden foral del
consejero del Departamento competente.

d) Las fechas de rebajas elegidas por cada
comerciante, dentro de los criterios establecidos
en la Orden Foral, deberán ser expuesta en el
exterior de cada establecimiento comercial en
lugar visible al público, incluso cuando dichos
establecimientos permanezcan cerrados”.

Disposición adicional primera. Cambio de
denominación del Observatorio Navarro Asesor de
Comercio Minorista.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley
Foral el Observatorio Navarro Asesor de Comercio
Minorista pasará a denominarse Consejo de
Comercio de Navarra.

Disposición adicional segunda. Referencias
a Departamentos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra.

Las referencias a Departamento de la Adminis-
tración de la Comunidad Foral de Navarra conteni-
das en el artículo 36.2 y en la disposición adicio-
nal quinta de la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio,
reguladora del comercio en Navarra, se entende-
rán hechas al Departamento competente en mate-
ria de comercio.

Disposición derogatoria única. Derogación
normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en
la presente Ley Foral.

Disposición final primera. Habilitación regla-
mentaria.

Se habilita al Gobierno de Navarra para dictar
cuantas disposiciones reglamentarias sean preci-
sas para el desarrollo y ejecución de esta Ley
Foral.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley Foral entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra.
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Serie E:
INTERPELACIONES, MOCIONES Y DECLARACIONES POLÍTICAS

En sesión celebrada el día 25 de marzo de
2013, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Admitir a trámite la moción por la que el
Parlamento de Navarra condena y rechaza cual-
quier posible caso de tortura y malos tratos de
militares españoles en sus misiones internaciona-
les, presentada por el Grupo Parlamentario
Izquierda-Ezkerra.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

3.º Acordar su tramitación ante la Comisión de
Convivencia y Solidaridad Internacional y dispo-
ner que el plazo de presentación de enmiendas
finalizará a las doce horas del día anterior al del
comienzo de la sesión en que haya de debatirse.

Pamplona, 25 de marzo de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

TEXTO DE LA MOCIÓN

El Grupo Parlamentario Izquierda-Ezkerra, al
amparo de lo establecido en el Reglamento de la
Cámara y para su debate y votación en la Comi-
sión de Convivencia y Solidaridad, presenta la
siguiente moción.

Exposición de motivos

Recientemente, un medio de comunicación ha
publicado un vídeo en el que se puede ver a mili-
tares españoles torturando a un detenido en Irak.
Según se ha publicado, los hechos tuvieron lugar
en el año 2004, cuando el ejército participaba en
la guerra ilegal contra Irak. Una invasión, cabe
recordar, que, además de ser ilegal y rechazada
de manera abrumadora por la mayoría de la
sociedad española, ha provocado unas 120.000

muertes, 1.300.000 desplazados, incontable dete-
rioro económico, y todo ello basado en la gran
mentira de las presunta existencia de armas de
destrucción masiva en Irak.

Pues bien, según se ha publicado, la persona
detenida y sometida a malos tratos era Flayeh al
Mayali, quien ejerció como traductor de reporteros
españoles en Irak, y también del Centro Nacional
de Inteligencia español. Las tropas estadouniden-
ses lo detuvieron el 22 de marzo de 2004, acu-
sándole de haber facilitado información a los
insurgentes iraquíes sobre los desplazamientos
de los agentes del CNI muertos en Irak en un ata-
que contra el convoy en el que viajaban.

En su momento, el Gobierno español no infor-
mó ni de su arresto ni de su paradero. Al parecer
el detenido pasó cuatro días bajo custodia espa-
ñola y posteriormente fue entregado al Ejército
estadounidense permaneciendo en las cárceles
de Abu Ghraib y Camp Bucca durante casi un
año, lugares en los que se ha constatado la exis-
tencia de graves torturas y malos tratos. Posterior-
mente fue puesto en libertad sin que se presenta-
ra contra él ningún cargo.

Pese a que estos hechos fueron denunciados
en su día a través de informaciones en diversos
medios de comunicación, no se impulsó una
investigación sobre su arresto aparentemente
arbitrario, a la vista de los resultados, ni sobre su
denuncia de malos tratos.

Por desgracia y según se ha conocido a través
de diversos medios de comunicación, no fue este
el único caso de torturas y malos tratos aplicados
por soldados españoles en la invasión de Irak.

Ya en el año 2004 se conocieron testimonios
sobre las detenciones de ciudadanos iraquíes por
las tropas españolas destinadas en lrak. El
Gobierno tardó tiempo en ofrecer datos sobre el

Moción por la que el Parlamento de Navarra condena y rechaza cualquier
posible caso de tortura y malos tratos de militares españoles en sus
misiones internacionales
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número de personas arrestadas, y de hecho las
cifras se contradijeron a menudo.

El número total de detenidos no fue ofrecido
por el Gobierno hasta abril de 2006: 111 personas
arrestadas por militares españoles. Nunca se han
facilitado los nombres de los arrestados.

Poco después de la salida de las tropas espa-
ñolas de Irak, fuentes del Ministerio de Defensa
admitieron que había que “pasar página” para no
provocar malestar en el Ejército, imponiendo un
velo de impunidad sobre cualquier delito cometido
por alguno de sus miembros.

Por todo ello, el Parlamento de Navarra acuer-
da:

1. Condenar y rechazar cualquier posible caso
de tortura y malos tratos de militares españoles en
sus misiones internacionales, y más concretamen-
te en la invasión de Irak a la luz de las informacio-
nes publicadas.

2. Exigir a las autoridades judiciales y del Esta-
do la investigación rigurosa de los hechos denun-
ciados y la depuración de las responsabilidades
penales y políticas que pudieran derivarse de los
mismos.

Pamplona-Iruña a 19 de marzo de 2013

El Portavoz: José Miguel Nuin Moreno
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En sesión celebrada el día 25 de marzo de
2013, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Admitir a trámite la moción por la que se
insta al Gobierno de Navarra a abrir negociacio-
nes con el Ayuntamiento de Lodosa para llegar a
un acuerdo que permita acometer las obras de
enlace entre el polígono de El Ramal con la roton-
da de la carretera de Sartaguda y la variante de la
localidad, presentada por el Grupo Parlamentario
Socialistas de Navarra.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

3.º Acordar su tramitación ante la Comisión de
Fomento y disponer que el plazo de presentación
de enmiendas finalizará a las doce horas del día
anterior al del comienzo de la sesión en que haya
de debatirse.

Pamplona, 25 de marzo de 2013

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

TEXTO DE LA MOCIÓN

El Grupo Parlamentario Socialistas de Navarra
al amparo de lo establecido en el reglamento de la

cámara, presenta la siguiente moción para su
debate y votación en Comisión de Fomento por la
que el Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a abrir negociaciones con el Ayunta-
miento de Lodosa para llegar a un acuerdo que
permita, en un tiempo razonable, acometer las
obras de enlace entre el polígono de “el ramal”
con la rotonda de la carretera de Sartaguda y la
variante de la localidad, facilitando una nueva
regulación del transporte pesado a su paso por la
localidad.

Exposición de motivos

La localidad de Lodosa necesita solucionar el
tránsito pesado por el centro de la. localidad, pro-
blema que no ha resuelto por completo la nueva
variante al carecer de enlace con la empresa
Inabonos que, no en vano, ocasiona un porcenta-
je elevado de ese tráfico pesado.

El enlace entre el polígono de El Ramal y la
rotonda de la carretera de Sartaguda que forma
parte a su vez de las obras de la variante para dar
salida al tráfico que sigue hacia la zona de La
Rioja o que proviene de La Rioja podría formar
parte de la solución ya que permitiría evitar el
tránsito del tráfico pesado por el centro, un proble-
ma no solo de conservación de la todavía travesía

Moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a abrir negociaciones
con el Ayuntamiento de Lodosa para llegar a un acuerdo que permita
acometer las obras de enlace entre el polígono de El Ramal con la
rotonda de la carretera de Sartaguda y la variante de la localidad
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de la localidad, sino de seguridad al haberse pro-
ducido algunos accidentes con fatales consecuen-
cias.

En su momento, las conversaciones entre
Gobierno y Ayuntamiento estuvieron muy avanza-
das si bien después decayeron dilatando la solu-
ción de un problema considerado importante para
los representantes municipales.

Con todas estas consideraciones, entendiendo
que la solución propuesta dinamiza además la
zona industrial mencionada, al mejorar su conecti-
vidad con el eje del Ebro, el Grupo Socialistas de
Navarra eleva ante la Comisión de Fomento del

Parlamento de Navarra la siguiente propuesta de
resolución:

El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de
Navarra a abrir negociaciones con el Ayuntamien-
to de Lodosa con el fin de tratar de alcanzar un
acuerdo para la realización de las obras para la
conexión del Polígono de El Ramal con la Rotonda
de la a carretera de Sartaguda y con la variante
(Na-134 Eje del Ebro) que posibilite la solución a
los problemas de tráfico pesado que todavía se
siguen observando en la localidad.

En Pamplona a 19 de marzo de 2013

El Portavoz: Roberto Jiménez AIIi


